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INTRODUCCIÓN 
 
Está claro que una de las expresiones más claras del cambio social y cultural que ha vivido 
nuestro país en los últimos años, es la creciente preocupación por el deterioro ambiental. Hasta 
hace poco tiempo, este tipo de asuntos sólo era tratado por activistas o bien por profesionales 
de las cuestiones ambientales, pero la gente común no se acercaba a estos temas; hoy, desde 
nuestro punto de vista, la situación ha cambiado. Las movilizaciones ciudadanas con respecto 
a los temas ambientales están a la orden del día; lo mismo por la instalación de una 
aparentemente simple estación de venta de combustible, como por la pretendida construcción 
de un confinamiento de residuos peligrosos,  por la operación de la nucleoeléctrica de Laguna 
Verde, o bien por el derribo de una masa arbórea. 
 
Por supuesto, este comportamiento no es privativo de la sociedad mexicana, o veracruzana en 
particular, sino que existe una toma de conciencia mundial sobre estos temas. Claro está, la 
presencia sólida de una real sociedad civil en algunos países, hace que la presión sobre las 
autoridades sea más efectiva, que en otros donde dicha sociedad civil aún se encuentra en 
construcción. 
 
Es cierto también, que el avance en los medios de comunicación ha hecho más sencillo estar 
atentos de lo que sucede en otras latitudes; así, nada de lo que acontece en el mundo nos es 
ajeno, bien sea por el avance mediático, o por los enlaces cibernéticos de la red. Por otra parte, 
los sucedidos ambientales en nuestro país se vuelven menos desconocidos. Las explosiones 
en Guadalajara, Jalisco, México, en el año de 1992 captaron la atención de todo el país, y si 
bien, desafortunadamente, fueron funestas, también nos abrieron los ojos hacia nuevas 
circunstancias que hasta ese momento nos parecían lejanas, con respecto a los asuntos 
relacionados con la protección civil y los estudios de riesgo. 
 
Es precisamente referente a esto último sobre lo que pretendemos tratar en el presente trabajo, 
en particular cuando en Veracruz no se cuenta con instrumentos normativos con respecto al 
riesgo ambiental, que si bien en la actual Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al 
Ambiente, resultan  materia federal en cuanto se trate de actividades altamente riesgosas, no 
está demás contar con procedimientos que puedan ayudar en la prevención de este tipo de 
problemas ambientales, además de que consideramos que el propio estado podría, en la Ley 
respectiva y su reglamento, establecer normas a ciertas actividades que hoy se arroga la 
Federación y que pasarían a ser materia de los Estados, en razón directa del principio de 
subsidiariedad. Por lo que resulta interesante crear instrumentos técnico-legales que permitan 
hacer más fácil y completa la tarea en el ámbito de la prevención de riesgos. 
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Dice Ramón Martín Mateo, en su artículo “La revolución ambiental pendiente” publicado en el 
número 2 de la Revista Mexicana de Legislación Ambiental: “Es innecesario recordar que la 
legislación ambiental, hoy generada en sucesivos niveles de gobierno, constituye una 
respuesta tardía, e insuficiente aún, a los desmanes producidos por el industrialismo libérrimo. 
La ley de la selva, no es desde luego la ley de la oferta y la demanda, como algunos 
iusnaturalistas ingenuos creen intuir. El funcionamiento de los sistemas naturales es 
infinitamente más complejo y ordenado, y mucho menos imprevisible que los resultados de la 
dinámica del mercado en estado puro, como acredita el comportamiento de la plataforma más 
caóticamente significativa la bolsa global. 
 
“Mientras a los economistas liberales les bastaría teóricamente, con un mínimo de reglas, los 
ambientalistas debemos tener una sólida ambición normativa. El ordenamiento ambiental es 
por ello complejo y proteico y debe ser renovado al compás de los sucesivos avances y 
modificaciones de los conocimientos científicos” 
 
 
1. ANTECEDENTES Y MARCO JURÍDICO 
 
El desarrollo industrial y el creciente aumento demográfico en México y en Veracruz, han 
contribuido a que tanto la producción de substancias químicas como el uso masivo de ellas 
representen un riesgo serio para la salud de la población y la integridad del ambiente. El 
manejo de este riesgo implica el mantenimiento de sistemas de producción, almacenamiento, 
transporte, transformación y disposición final dentro de límites deseados. 
 
Estos límites son y deben ser adaptados no sólo a la naturaleza y a la magnitud del riesgo, sino 
también a factores sociales, culturales, políticos, ecológicos y económicos. Esta es una 
responsabilidad de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales (SEMARNAT), que 
asume a través de dos de sus órganos desconcentrados: La Procuraduría Federal de 
Protección al Ambiente (PROFEPA) y el Instituto Nacional de Ecología (INE). Pero, al mismo 
tiempo, consideramos que en el ámbito estatal llegará el momento de  hacer nuestras este tipo 
de responsabilidades, por lo que debemos estar atentos a la elaboración de reglas y 
herramientas que nos ayuden a aceptar mejor el reto. 
 
Al INE le corresponde en este rubro determinar las normas que aseguren la conservación o 
restauración de los ecosistemas fundamentales para el desarrollo de la comunidad, en 
particular, en situaciones de emergencia o contingencia ambiental y en actividades altamente 
riesgosas. También debe evaluar, dictaminar y, en su caso, resolver sobre los estudios de 
riesgo ambiental que presenten los responsables de establecimientos industriales en 
operación. Aunque con  respecto a la resolución, más adelante me permitiré tocar este asunto 
desde la perspectiva de la legislación ambiental actual en el ámbito federal.   
 
La Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente (LGEEPA), introduce como 
instrumento el estudio de riesgo, que identifica el daño potencial que una obra o actividad 
representaría para la población, sus bienes y el ambiente durante su ejecución, operación 
normal y en el caso de que se presente un accidente, así como las medidas de seguridad u 
operación tendientes a evitar, mitigar, minimizar o controlar dichos daños. 
 
 
Artículos de la LGEEPA aplicables en materia de riesgo ambiental 
 
Artículo 1 
Fracción VI. Prevención y control de la contaminación del aire, suelo y agua. 
 
Artículo 5 
Fracción V. La expedición de las normas oficiales mexicanas y la vigilancia de su cumplimiento 
en las materias previstas en esta Ley. 
Fracción VI.  La regulación y el control de las actividades consideradas como altamente 
riesgosas, y de la generación, manejo y disposición final de materiales y residuos peligrosos 
para el ambiente o los ecosistemas, así como para la preservación de los recursos naturales, 
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de conformidad con esta Ley, otros ordenamientos aplicables y sus disposiciones 
reglamentarias. 
Fracción VII. La participación en la prevención y el control de emergencias y contingencias 
ambientales, conforme a las políticas y programas de protección civil que al efecto se 
establezcan. 
Fracción X. La evaluación del impacto ambiental de las obras o actividades a que se refiere el 
artículo 28 de la ley y, en su caso, la expedición de las autorizaciones correspondientes. 
Fracción XI. La regulación del aprovechamiento sustentable, la protección y la preservación de 
los recursos forestales, el suelo, las aguas nacionales, la biodiversidad, la flora, la fauna y los 
demás recursos naturales de su competencia. 
Fracción XII. La regulación de la contaminación de la atmósfera,  proveniente de todo tipo de 
fuentes emisoras, así como la prevención y el control en zonas o en caso de fuentes fijas y 
móviles de jurisdicción federal. 
 
Artículo 15 
Fracción IV. Quien realice obras o actividades que afecten o puedan afectar el ambiente está 
obligado a prevenir, minimizar o reparar los daños que cause, así como a asumir los costos 
que dicha afectación implique. Así mismo, debe incentivarse a quien proteja el ambiente y 
aproveche de manera sustentable los recursos naturales. 
 
Artículo 145 
La Secretaría promoverá que en la determinación de los usos del suelo se especifiquen las 
zonas en las que se permita el establecimiento de industrias, comercios o servicios 
considerados riesgosos por la gravedad de los efectos que puedan generar en los ecosistemas 
o en el ambiente tomándose en consideración: 

 
I. Las condiciones topográficas, meteorológicas, climatológicas, geológicas y sísmicas de 
las zonas; 
II. Su proximidad a centros de población, previendo las tendencias de expansión del 
respectivo asentamiento y la creación de nuevos asentamientos; 
III. Los impactos que tendría un posible evento extraordinario de la industria, comercio o 
servicio de que se trate, sobre los centros de población y sobre los recursos naturales; 
IV. La compatibilidad con otras actividades de las zonas; 
V. La infraestructura existente y necesaria para la atención de emergencias ecológicas; y 
VI. La infraestructura para la dotación de servicios básicos. 

 
Artículo 146 
La Secretaría, previa opinión de las Secretarías de energía, de Comercio, y Fomento Industrial, 
de Salud, de Gobernación y del Trabajo y Previsión Social, conforme al Reglamento que para 
tal efecto se expida, establecerá la clasificación de las actividades que deban considerarse 
altamente riesgosas en virtud de las características corrosivas, reactivas, explosivas, tóxicas, 
inflamables o biológico-infecciosas para el equilibrio ecológico o el ambiente, de los materiales 
que se generen o manejen en los establecimientos industriales, comerciales o de servicios, 
considerando, además, los volúmenes de manejo y la ubicación del establecimiento. 
 
Artículo 147 
La realización de actividades industriales, comerciales o de servicios altamente riesgosas, se 
llevarán a cabo con apego a lo dispuesto por esta Ley, las disposiciones reglamentarias que de 
ella emanen y las normas oficiales mexicanas a que se refiere el artículo anterior. 
Quienes realicen actividades altamente riesgosas, en los términos del Reglamento 
correspondiente, deberán formular y presentar a la Secretaría un estudio de riesgo ambiental, 
así como someter a la aprobación de dicha dependencia y de las Secretarías de Gobernación, 
de Energía, de Comercio y Fomento Industrial, de Salud, y del Trabajo y Previsión Social, los 
programas para la prevención de accidentes en la realización de tales actividades, que puedan 
causar graves desequilibrios ecológicos. 
 
Artículo 148 
Cuando para garantizar la seguridad de los vecinos de una industria que lleve a cabo 
actividades altamente riesgosas, sea necesario establecer una zona intermedia de 
salvaguarda, el Gobierno Federal podrá, mediante declaratoria, establecer restricciones a los 
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usos urbanos que pudieran ocasionar riesgos para la población. La Secretaría promoverá, ante 
las autoridades locales competentes, que los planes o programas de desarrollo urbano 
establezcan que en dichas zonas no se permitirán los usos habitacionales, comerciales u otros 
que pongan en riesgo a la población. 
 
Artículo 149 
Los Estados y el Distrito Federal regularán la realización de actividades que no sean 
consideradas altamente riesgosas, cuando éstas afecten el equilibrio de los ecosistemas o el 
ambiente dentro de la circunscripción territorial correspondiente, de conformidad con las 
normas oficiales mexicanas que resulten aplicables. 
La legislación local definirá las bases a fin de que la Federación, los Estados, el Distrito Federal 
y los Municipios, coordinen sus acciones respecto de las actividades a que se refiere este 
precepto. 
En el ámbito federal, se han publicado dos listados de actividades riesgosas, en ellos se señala 
como criterio para considerar riesgosa una actividad, cuando quedan involucradas acciones 
asociadas al manejo de substancias con propiedades inflamables, explosivas, tóxicas, 
reactivas, radiactivas, corrosivas y biológico-infecciosas, en cantidades tales, que en caso de 
producirse su liberación, sea por fuga o derrame de las mismas, o bien una explosión, puedan 
ocasionar una afectación significativa al ambiente, a la población, o a sus bienes. Como 
consecuencia de la publicación de estos listados y como complemento a su regulación, el 
Instituto Nacional de Ecología, a través del Comité Consultivo Nacional de Normalización para 
la Protección Ambiental, creó el Subcomité de Riesgo Ambiental con el objetivo de elaborar las 
normas oficiales mexicanas de seguridad y operación que establecen los procedimientos 
mínimos a seguir por las industrias que almacenan, procesan, manejan o usan substancias 
peligrosas (materia prima, productos intermedios o finales). En el caso del estado de Veracruz, 
es posible llegar a una solución de continuidad tal y como lo realizó la Federación, ya que si 
bien es factible seguir los lineamientos de la autoridad federal, lo mejor sería que el propio 
Congreso local pudiera legislar sobre la materia, toda vez que las particularidades de nuestra 
entidad federativa, en materia ambiental, hacen factible la construcción de un Comité de 
Riesgo Ambiental, que se ocupe de crear normas oficiales estatales, que permitan la correcta 
evaluación de los estudios de riesgo ambiental, así como de la elaboración del Reglamento de 
la Ley local en materia de actividades riesgosas, y que habría de considerar los siguientes 
aspectos:  
 

1. Criterios para la determinación de actividades de alto riesgo; 
2. Ámbito de competencia para la regulación de actividades consideradas de alto riesgo; 
3. Planeación y reordenamiento de las actividades de alto riesgo; 
4. Registro de actividades altamente riesgosas; 
5. Presentación, evaluación y resolución de los estudios de alto riesgo; 
6. Zonas intermedias de salvaguarda; 
7. Comité de análisis de aprobación de los programas para la prevención de accidentes; 
8. Lineamientos para la expedición de normas de seguridad y operación; 
9. Consulta de los estudios de riesgo; 
10. Medidas de prevención, control, atención y seguridad en materia de riesgo ambiental. 

 
 
2. ESTUDIOS DE RIESGO AMBIENTAL 
 
De acuerdo con la normatividad vigente, el Instituto Nacional de Ecología, solicita, mediante el 
procedimiento de evaluación del impacto ambiental, la presentación de un estudio de riesgo 
ambiental, con base en el análisis de las acciones proyectadas. En el ámbito estatal, y de 
acuerdo con lo que señala el artículo 41 de la Ley No. 62 Estatal de Protección Ambiental (Ley 
62, 2000): “Para efectos del artículo 38 de esta Ley, los interesados deberán presentar a la 
autoridad correspondiente, una manifestación de impacto ambiental, que en su caso, deberá ir 
acompañada de un estudio de riesgo de la obra o actividad y de sus modificaciones, 
consistente en las medidas técnicas preventivas y correctivas para mitigar los efectos adversos 
al equilibrio ecológico durante su ejecución, operación normal y en caso de accidente”. 
 
Los escenarios de riesgo se definen a partir de posibles accidentes industriales que afecten 
con severidad al ambiente. Es importante recordar que los tres tipos fundamentales de 
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accidentes a considerar son: explosión, incendio y fuga o derrame de productos de alta 
peligrosidad. Estos accidentes dependen de tres variables básicas: presión, temperatura y 
concentración de las diversas substancias presentes, así como de las condiciones y diseño de 
los equipos y de las características de la transportación de dichas substancias. 
Los accidentes se pueden presentar por causas naturales (fortuitas) o antropogénicas 
(premeditadas). Las medidas de prevención y mitigación de riesgos a aplicarse en las diversas 
instalaciones industriales, se pueden clasificar en: 
 

1. Medidas preventivas, su finalidad es reducir en su origen los niveles originados de 
riesgo a valores socialmente aceptables; 
2. Medidas de control, su objetivo es reducir los efectos negativos en el ambiente de 
accidentes, cuando se lleguen a presentar, y 
3. Medidas de atención, tienen por objetivo reducir los daños a la población cuando el 
accidente ha tenido lugar. 

 
En este sentido, es importante señalar que el riesgo total que presenta una instalación conjuga 
dos aspectos importantes: 
 

1. Riesgo intrínseco del proceso industrial, que es genérico a la naturaleza de los 
procesos industriales y a los materiales involucrados, a las modalidades energéticas 
utilizadas y a la vulnerabilidad de los diversos equipos que integran el proceso, así como 
a la distribución de los productos y su transporte; 
2. Riesgo de instalación, que se define de manera específica por las características del 
sitio y de su ubicación, a partir de los factores ambientales, mismos que pueden 
incrementar su nivel de riesgo (población aledaña, ecosistemas frágiles, entre otros).  

 
En torno a estos conceptos, es necesario establecer, con fines de prevención, al menos dos 
factores: 
 

1. La magnitud de los efectos del evento, cuantificados en una escala adecuada; 
2. La probabilidad de que se presente el evento correspondiente. 

 
Por otra parte, es necesario establecer un nivel de riesgo aceptable, que pueda ser utilizado 
para la evaluación de proyectos industriales. El establecimiento de este nivel aceptable implica 
considerar diversos factores: 
 

1. Problemas del sitio (ubicación de la planta); 
2. Espaciamiento interno y emplazamiento general; 
3. Estructura fuera de especificaciones; 
4. Evaluación inadecuada de materiales; 
5. Problemas del proceso químico; 
6. Fallas del equipo; 
7. Falta de programas eficientes de seguridad, tanto internos como externos. 

 
Estos factores obligan a desarrollar diversas técnicas de análisis de riesgo ambiental, así como 
de políticas de uso del suelo que eviten la coexistencia de zonas urbanas o ecológicamente 
sensibles y áreas industriales de alto riesgo. Es importante señalar algunas de las técnicas, 
hasta el momento, más utilizadas para el análisis de riesgo:  

 
1) índice Mond, este método se basa en la peligrosidad de los productos y en el 
carácter crítico de los procesos en función de sus antecedentes de operación en 
instalaciones similares.  
2) Análisis What if, éste no requiere métodos cuantitativos especiales ni una planeación 
extensiva; utiliza información específica de un proceso para generar una serie de 
preguntas que son pertinentes durante las etapas de diseño, durante el tiempo de vida 
de una instalación, así como cuando se introducen cambios al proceso o a los 
procedimientos de operación. Esta metodología consiste en definir tendencias, formular 
preguntas, desarrollar respuestas y evaluarlas incluyendo la más amplia gama de 
consecuencias posibles.  
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3) Hazard analysis, consiste en la identificación de eventos indeseables de alto riesgo, 
a través del análisis de los mecanismos operativos de cada empresa, estimando la 
extensión, magnitud y probabilidad de los efectos. Implica la implementación de 
métodos cuantitativos complicados, aunque puede arrojar una certidumbre 
considerable. Es un concepto de seguridad de procesos para protección del personal, 
instalaciones y comunidades.  
4) índice Dow, intenta cuantificar anticipadamente daños potenciales por incendios y 
explosiones; identifica las causas y a los generadores, traduce los riesgos potenciales 
a una valoración económica que permita jerarquizar decisiones. Separa los procesos 
industriales en sectores específicos e identifica materiales, procesos y propiedades 
termodinámicas relevantes.  
5) Análisis probabilístico de riesgo, es un proceso de estimación basado en la 
probabilidad de ocurrencia de eventos que pueden causar daños al personal, a las 
instalaciones y a las comunidades. Parte de definiciones matemáticas de riesgo en 
función de su frecuencia probabilística, magnitud y costo, en términos de sus 
consecuencias económicas, a la salud e incluso a los ecosistemas. 

 
Es obvio que la necesidad de evaluar el riesgo ambiental surge de la importancia de preservar 
los ecosistemas, proteger a la población, y a sus bienes circundantes  a los sitios en donde se 
efectúan actividades riesgosas. Muchos países tienen en práctica el análisis de riesgo, como 
es el caso de nuestro país, inscrito en el procedimiento de evaluación del impacto ambiental. 
Cosa similar sucede en Veracruz, sólo que para actividades que no son altamente riesgosas, 
aunque el punto es que la entidad federativa debe tener un control más estricto y preciso en 
relación con las actividades altamente riesgosas, toda vez que los niveles de cobertura de las 
autoridades estatales es de mayor alcance que el que hasta ahora poseen las delegaciones 
federales de la SEMARNAT y la PROFEPA, además de que el problema de las competencias 
en muchos casos disgrega la efectividad de las acciones, o bien se diluye la responsabilidad.  
 
Un ejemplo sobre este particular se tuvo en la ciudad de Córdoba, en el caso planteado por los 
habitantes aledaños al arroyo Quiroz, pequeño cuerpo de agua utilizado como drenaje por las 
industrias instaladas en el corredor industrial de la citada ciudad.  
 
Los pobladores asentados cerca del arroyo Quiroz interpusieron una denuncia ante las 
autoridades municipales, debido a que las aguas del mencionado cuerpo acuático, despedían 
vapores que los habitantes consideraban peligrosos, ya que en opinión de ellos, esos gases 
ocasionaron la muerte de algunos animales domésticos. El ayuntamiento de Córdoba convocó 
a las autoridades ambientales del estado, a las federales, a la Comisión Nacional del Agua y a 
las autoridades de salud, las que reunidas con los representantes de los industriales y sus 
asesores se dieron a la tarea de dilucidar cuál era la situación. En primer lugar, las autoridades 
federales se declararon incompetentes, ya que consideraban que el asunto resultaba de 
competencia municipal, las autoridades municipales decían que se trataba de un problema de 
salud y ecológico, y las autoridades de salud proponían un estudio epidemiológico. El caso es 
que ninguna de las instancias de gobierno pudo ponerse de acuerdo, a pesar de que se 
realizaron monitoreos en el cuerpo de agua, se tomaron muestras de las aguas residuales de 
las diferentes industrias de la zona, se realizaron inspecciones sorpresa, etcétera. Al final, el 
ayuntamiento cordobés celebró un convenio con los industriales, a fin de reubicar a algunos de 
los habitantes del lugar y se acordó entubar el arroyo Quiroz, pero el problema de fondo, el 
riesgo ambiental, no se resolvió. 
 
Así, pues, nosotros proponemos que debe existir un reglamento a la Ley Estatal de Protección 
Ambiental que trate de manera específica los riesgos ambientales, a fin de que el estado sea 
quien evalúe los estudios correspondientes, al mismo tiempo que establece valores tope o 
umbrales que permitan salvaguardar la salud y los bienes de los habitantes que viven 
alrededor, o en vecindad con instalaciones de alto riesgo.  
El Instituto Nacional de Ecología considera los siguientes, los cuales nos parecen 
convenientes, pero habría que investigar un poco más, a fin de determinar los mejores: 
 

1. Afectación por substancias tóxicas. Se valora utilizando un índice conocido como 
IDLH, que es el valor máximo de una sustancia tóxica al cual una persona se puede 
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exponer y luego escapar sin sufrir daños irremediables a su salud después de un lapso 
de 30 minutos. Con este valor se determina la zona de exclusión o zona de alto riesgo. 

2. Valores promedio máximos. TLV8 y TLV5 señalan los valores promedio máximos a los 
que una persona puede estar expuesta durante ocho horas o 15 minutos 
respectivamente, sin que dañe su salud. Con estos valores se define la zona de 
amortiguamiento. 

3. Afectación por substancias explosivas. El valor que se ha establecido es el de ½ libra 
por pulgada cuadrada. Con él se calcula la zona de riesgo, trazándose un círculo cuyo 
centro es la fuente de explosión y se señalan los puntos de la onda de sobrepresión de ½ 
libra por pulgada cuadrada, siendo este el valor máximo probable. 

4. Zona intermedia de salvaguarda. A partir de los tres valores tope o umbrales 
anteriores y de la evaluación específica de los estudios de riesgo que para el efecto se 
realicen, se establece la necesidad de instaurar una zona intermedia de salvaguarda, a 
fin de proteger a la población y al ambiente de los riesgos derivados de la actividad 
industrial riesgosa. 

  
Una medida que creemos podría dar buenos resultados en el caso de la prevención de riesgos 
ambientales es la creación de comités ciudadanos de información y apoyo para casos de 
prevención de riesgo ambiental 
 
 
3.  COMITÉS CIUDADANOS DE INFORMACIÓN Y APOYO PARA CASOS DE PREVENCIÓN 
DE RIESGO AMBIENTAL 
 
Se debe orientar el esfuerzo para contar con un órgano de difusión y de interacción entre la 
sociedad y las autoridades en actividades relacionadas con el riesgo ambiental, lo cual se hace 
impostergable. Los objetivos podrían ser: 
 

1. Integrar la información relativa al programa estatal para la prevención de accidentes de 
alto riesgo y promover la participación ciudadana; 
2. Promover que la población demande la realización de estudios de riesgo en los 
órdenes federal, estatal y municipal; 
3. Promover la consulta pública de los programas para la prevención de accidentes en 
las empresas que realicen actividades de alto riesgo; 
4. Integrar las demandas y formular las propuestas de orden técnico-jurídico, o 
administrativo, para la atención de los servicios y actividades riesgosas que más 
preocupen a los sectores público, social y privado; 
5. Divulgar información sobre las acciones de verificación y prevención de riesgos en 
materia de gas, y formular propuestas de atención a las actividades relacionadas con su 
manejo; 
6. Apoyar a la población en el ejercicio de su derecho a la información en relación con las 
actividades altamente riesgosas; 
7. Promover entre la población una cultura de prevención de riesgos; 
8. Promover que las instituciones de educación e investigación, integren planes y 
programas de estudio conducentes a orientar la planeación de la infraestructura urbana 
en congruencia con el ordenamiento ecológico y la legislación sobre asentamientos 
humanos y de alto riesgo; 
9. Promover que las asociaciones de industriales trabajen con una política de puertas 
abiertas al conocimiento ciudadano, sobre el manejo de materias primas de procesos y 
productos de alta peligrosidad; 

  
En cuanto se refiere a Petróleos Mexicanos, no basta con que entregue a las autoridades 
estatales y municipales su listado de ductos o de instalaciones de alto riesgo, también se 
necesita que ofrezcan capacitación a la población y a las autoridades que se encuentren más 
cercanas a sus instalaciones, con el fin de que éstas estén en sintonía con los comités 
ciudadanos. Algo similar debe hacer la Comisión Federal de Electricidad, en particular con sus 
residuos altamente peligrosos, como sucede con los bifenilos policlorados, que aunque se 
encuentran en desuso, aún cuenta la empresa con una buena cantidad de ellos, en todo el 
país, almacenados de manera inadecuada.    
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4. CONCLUSIONES 
 
El desarrollo industrial del país y del estado, y la complejidad de las actividades productivas, 
así como el manejo creciente de materiales y residuos peligrosos, plantea retos  considerables 
de gestión de riesgos ambientales. Esta necesidad se acentúa en la medida de la frecuencia de 
las quejas e inquietudes de diferentes comunidades expuestas a riesgos por la operación y la 
proximidad de diferentes actividades industriales y de servicios. Si bien el avance en materia de 
prevención de riesgos ha sido importante, especialmente a raíz del accidente de Guadalajara, 
resulta de carácter estratégico desarrollar nuevos esquemas institucionales y de acción 
colectiva para hacer frente a estos desafíos. En particular, cuando ni la LGEEPA ni el 
Reglamento en materia de evaluación del impacto ambiental, publicado el 30 de mayo del año 
2000 en el Diario Oficial de la Federación, hablan de manera expresa sobre la resolución en 
tratándose de estudios de riesgo ambiental. El artículo 18 del Reglamento, señala: “El estudio 
de riesgo a que se refiere el artículo anterior, consistirá en incorporar a la manifestación de 
impacto ambiental la siguiente información: 
 

1. Escenarios y medidas preventivas resultantes del análisis de los riesgos ambientales 
relacionados con el proyecto; 
2. Descripción de las zonas de protección en torno a las instalaciones, en su caso, y 
3. Señalamiento de las medidas de seguridad en materia ambiental”. 

  
En tanto, el capítulo VIII, De los Seguros y Garantías, del propio Reglamento, en su artículo 51, 
dice: “La Secretaría podrá exigir el otorgamiento de seguros y garantías respecto del 
cumplimiento de las condiciones establecidas en las autorizaciones, cuando durante la 
realización de las obras pueden producirse daños graves a los ecosistemas. 
 
“Se considerará que pueden producirse daños graves a los ecosistemas, cuando: 

1. (...) 
2. (...)  
3. Los proyectos impliquen la realización de actividades consideradas altamente riesgosas 

conforme a la Ley, el reglamento respectivo y demás disposiciones”. 
 El problema lo vemos desde la perspectiva que ni la Ley ni el Reglamento hablan que los 

estudios de riesgo deben resolverse, tal y como acontece con la evaluación de impacto 
ambiental, a no ser que dicha resolución esté prevista ofrecerse en la evaluación del 
impacto citado. Aunque creemos que los estudios de riesgo ambiental deben satisfacerse 
o autorizarse por separado de la propia evaluación de impacto ambiental. 

  De manera preliminar, en el caso particular de Veracruz, desde nuestro punto de vista, 
es importante considerar una clara mención de los estudios de riesgo ambiental en la Ley 
ecológica estatal, un reglamento específico en la materia, la creación del ya planteado 
Comité Ciudadano de Información, además de los siguientes elementos: 

1. Un esquema institucional veraz para dar respuesta rápida a inquietudes sociales y de 
opinión pública; 

2. Sistemas de identificación y definición de responsabilidades para la remediación de sitios 
contaminados con materiales y residuos peligrosos, a partir de una metodología de 
localización, de evaluación y de atención a prioridades; 

3. Desarrollo de un procedimiento metodológico para la evaluación de riesgos basado en 
criterios epidemiológicos; 

4. Pasar de un enfoque de prevención y control de riesgos, orientado exclusivamente a 
casos de accidentes y emergencias por fugas de substancias tóxicas o explosivas, a una 
perspectiva más integrada que considere efectos crónicos en comunidades expuestas a 
substancias con considerable potencial tóxico; 

5. Evaluación de diferentes rutas de exposición de materiales y residuos peligrosos, como 
es el caso de la lixiviación, adsorción en suelo, volatilización y bioacumulación, y no 
solamente a través de eventos extraordinarios, como pueden ser fugas o explosiones; 

6. Definición de perfiles de salud en comunidades prioritarias y obtención de índices de 
morbi-mortalidad; 

7. Monitoreo atmosférico e hídrico de una gama de compuestos mucho más amplia que los 
contaminantes típicos (Sox, Nox, PST, CO, O3, SST, DBO, DQO, etc.), y que puedan 
presentar riesgos significativos de acuerdo a un elevado potencial tóxico (metales 
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pesados, aromáticos, plaguicidas, bifenilos policlorados, compuestos orgánicos clorados 
en general, etcétera). 

8. Establecer de manera muy clara en el reglamento respectivo de la Ley Estatal de 
Protección Ambiental, lo relativo a los estudios preventivos de riesgo ambiental y la 
necesidad y obligación que tiene la autoridad, no sólo de su evaluación sino de su 
resolución y que ésta no quede inscrita en el marco regulatorio previsto en la evaluación 
de impacto ambiental, sino que tenga fuerza propia, a partir de lo establecido en la norma 
estatal que se formule para este particular.  

 
Estamos convencidos, que las modificaciones de 2002 a la LGEEPA, en materia de 
competencias, no hace muy felices a los estados, toda vez que como dice José Juan González 
Márquez en su libro Introducción al Derecho Ambiental: “Una de las cuestiones que puede 
prestarse a discusión es el hecho de si la LGEEPA distribuye o no facultades para legislar o si 
bien, únicamente como lo enuncia la fracción VII del reformado artículo 1o. esta Ley sólo se 
ocupa de establecer bases para el ejercicio de las facultades de cada nivel de gobierno, 
establecidas por el régimen constitucional. 
 
“...en materia de regulación puede decirse que la única función que la Federación delega a las 
entidades federativas es la relativa a la regulación de actividades no consideradas altamente 
riesgosas para el ambiente”. 
 
Es a este respecto en cuanto nos pronunciamos que el estado debe tener mayores 
atribuciones sobre el particular, ya que el propio Congreso de la Unión tiene autoridad para 
delegar en los Congresos locales, facultades legislativas que de origen correspondían a la 
Federación. Es posible que existan otros aspectos similares en la LGEEPA, que constriñan a 
los estados a observar únicamente lo establecido en esa Ley, pero por el momento y para los 
fines de este trabajo, sólo nos preocupa lo relacionado con la prevención de riesgos 
ambientales y todo  lo concerniente con la normatividad respectiva, ya que como señalamos 
líneas arriba, las condiciones ambientales de Veracruz obligan a tomar decisiones de mayor 
envergadura, que necesitan del apoyo legal, y quiénes mejores para formular las normas que 
necesita Veracruz en materia ambiental, que los propios legisladores veracruzanos.     
 
 
5. REFERENCIAS 
 
1. Azuela de la Cueva, Antonio, “Políticas ambientales e instituciones territoriales en México”, 
en  Desarrollo sustentable. Hacia una política ambiental, UNAM, México, 1993. 
2. Brañes Ballesteros, Raúl, Manual de Derecho Ambiental Mexicano, FCE, México, 1994. 
3. González Márquez, José Juan; Montelongo Buenavista, Ivett, Introducción al Derecho 
Ambiental Mexicano, Edit. UAM, Azcapotzalco, México. 1999. 
4. Martín Mateo, Ramón, “La revolución ambiental pendiente”, en Revista Mexicana de 
Legislación Ambiental, enero-abril 2000, año 1, No. 2. México. 
5. Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente, editorial Porrúa, México, 
2003. 
6. Ley No. 62 Estatal de Protección Ambiental, Gaceta Oficial del Estado de Veracruz, 
Gobierno del Estado de Veracruz, México, Xalapa, 2000. 
7. Diario Oficial de la Federación, Reglamento de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la 
Protección al Ambiente en Materia de Evaluación del Impacto Ambiental, 30 de mayo del 2000. 
México. 
 
 
Copyright 2006. Número de Registro B-30620-2003. Ide@Sostenible. Derechos reservados. Cualquier impresión, 
publicación en WWW u otro medio, así como su distribución electrónica y/o comercial requiere autorización del Consejo 
Editorial. El contenido de los artículos es responsabilidad del autor. 


